TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, cuatro de septiembre de dos mil nueve.


Acta No. 441 del 4 de septiembre de 2009.


Expediente 66001-22-13-001-2009-00087-00

Procede la Sala a decidir en primera instancia la acción de tutela instaurada por el señor Jesús María Lopera, contra el señor Juez de Familia de Dosquebradas, a la que fueron vinculados Nidia Yaneth y Cristian Andrés Lopera Vidal.

A N T E C E D E N T E S

Dice el peticionario, en resumen, que ante el Juzgado de Familia de Dosquebradas tramitó proceso con el fin de obtener se le exonere de la obligación impuesta judicialmente de suministrar alimentos a sus hijos Cristian Andrés y Nidia Yaneth, con fundamento en que alcanzaron la mayor edad, no acreditan hechos que justifiquen el aporte; sus ingresos se ven menguados, lo mismo que la satisfacción de sus necesidades básicas, es persona de la tercera edad y requiere vivir dignamente. 

Aduce que aportó las pruebas necesarias para acreditar la edad de los demandados, quienes fueron emplazados por su renuencia a comparecer en forma personal; la curadora ad litem que se les designó en el proceso no se opuso a las pretensiones; el tramite se surtió conforme a lo reglado en los artículos 435 y siguientes del Código de Procedimiento Civil; se decretaron las pruebas que solicitó, ninguna de oficio, y la sentencia, dictada el 6 de agosto último, negó las pretensiones porque según el juez de instancia la demanda no tenía soporte probatorio, específicamente porque no se allegó al proceso copia auténtica de la sentencia por medio de la cual se impuso en su contra la obligación alimentaria, toda vez que la que aportó, en fotocopia inauténtica, no tiene valor probatorio.

Estima que el funcionario demandado incurrió en defecto fáctico porque la existencia de la obligación alimentaria fue aceptada por la curadora ad-litem que representa a los demandados; el artículo 10 del Código Contencioso Administrativo prohíbe a los funcionarios  exigir a particulares documentos que ellos mismos tengan o puedan obtenerse de los archivos de la entidad; en el juzgado accionado reposa el expediente que contiene en el proceso de alimentos por medio del cual se estableció la obligación cuya exoneración pretende y  actualmente no constituye una mera liberalidad el decreto oficioso de pruebas, de acuerdo con jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia.

Considera vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso, defensa y libre acceso a la administración de justicia.

La demanda fue admitida por auto del 24 de agosto del presente año en la que se ordenó vincular a los señores Nidia Yaneth y Cristian Andrés Lopera Vidal; se ordenaron las notificaciones de rigor y se decretaron pruebas. 

Los accionados no se pronunciaron en el curso del proceso.

C O N S I D E R A C I O N E S

El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Nacional, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, ha enseñado que el amparo resulta procedente cuando se incurra en una vía de hecho, concepto que se ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia:

“Por su parte, las causales especiales de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones judiciales, respecto de las cuales, solamente es necesario la configuración de una de ellas, la Corte determinó que son: (i) el defecto material o sustantivo, que se configura cuando la decisión judicial objeto de reproche, se apoya en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión; (ii) el defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece de competencia; (iii) el defecto procedimental, que se origina cuando el funcionario judicial dicta la decisión, apartado completamente del procedimiento dispuesto en el ordenamiento jurídico; (iv) el defecto fáctico, surge cuando el apoyo probatorio en que se basó el juez para aplicar una determinada norma es absolutamente inadecuado; (v) el error inducido, que se presenta cuando el juez fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales; (vi) la decisión sin motivación, cuando la decisión carece de fundamentos fácticos y jurídicos, en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional; (vii) el desconocimiento del precedente, que se presenta, verbi gratia, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance y (viii) la violación directa de la Constitución”
. 

La procedencia de la tutela frente a decisiones judiciales, en razón al principio de la autonomía judicial, está pues supeditada a la configuración de alguna de las circunstancias mencionadas. Solo en eventos de esa naturaleza puede el juez constitucional modificar una decisión judicial con el fin de  garantizar el respeto a los derechos fundamentales. 

Conforme a los argumentos planteados en el escrito con el que se promovió la acción, encuentra el demandante la lesión a sus derechos fundamentales en la decisión del funcionario accionado de negar las pretensiones de su demanda porque no se allegó al proceso copia auténtica de la sentencia por medio de la cual se impuso la obligación alimentaria cuya exoneración reclama. 

Es necesario entonces establecer si la determinación adoptada por el funcionario accionado se configura en una actuación arbitraria, carente de todo viso de legalidad que justifique la intervención del juez constitucional.

Los documentos incorporados a la actuación demuestran los siguientes hechos: 

.- El señor Jesús María Lopera demandó a sus hijos Nidia Yaneth y Cristian Andrés Lopera Vidal, con el fin de obtener que se le exonere de la obligación impuesta por vía judicial de suministrarles alimentos y mediante proveído del 23 de octubre de 2008 el Juzgado de Familia de Dosquebradas la admitió y ordenó correr traslado a los demandados por el término de cuatro días
.

.- La citación expedida por ese despacho judicial para lograr la notificación personal de los demandados fue devuelta  por la empresa de correo porque en la dirección reportada en la demandada ya no residían
.

.- Los demandados fueron emplazados y como no se pusieron a derecho en el proceso, se les designó una curadora ad litem para que los representara. Ésta, en su respuesta oportuna al líbelo,  indicó no tener pruebas para desvirtuar los hechos, oponerse a las pretensiones o formular excepciones
.

.- Por auto del 11 de junio del presente año se citó a las partes para que asistieran a la audiencia prevista por el artículo 439 del Código de Procedimiento Civil, la que se inició el 29 de julio último, acto en el que se ordenó tener como prueba la documental  aportada por el actor y se escucharon los alegatos de las partes
.

.- El pasado 6 de agosto se dictó la sentencia. En ella,  el juez  accionado desestimó las pretensiones con fundamento en el hecho de no haberse aportado la copia auténtica de la sentencia que impuso la obligación cuya exoneración se pretende
.

Estima el peticionario que con esa valoración probatoria incurrió el funcionario citado en en vía de hecho por defecto fáctico, sin embargo, esa facultad del juez para formar libremente su convencimiento no es objeto de revisión por vía de  tutela, a menos que se esté en presencia de una que resulte ostensiblemente arbitraria y que además incida directamente en la decisión, aspecto sobre el que ha dicho la Corte Constitucional:

“5.8.3. Defecto fáctico, se origina cuando el supuesto legal del cual se deriva la decisión arbitral no tiene sustento en el material probatorio allegado al proceso; o de manera arbitraria se niega la práctica de las pruebas necesarias para llegar a una decisión en derecho. 

“Sobre el particular, en la Sentencia T-972 de 2007, este tribunal consideró:

“En cuanto al defecto fáctico ha sostenido esta corporación que tiene lugar ‘cuando resulta evidente que el apoyo probatorio en que se basó el juez para aplicar una determinada norma es absolutamente inadecuado...’
. Y ha aseverado de igual manera, que la acción de tutela únicamente procede cuando se hace manifiestamente irrazonable la valoración probatoria hecha por el juez en su providencia. Así, ha indicado que ‘el error en el juicio valorativo de la prueba debe ser de tal entidad que sea ostensible, flagrante y manifiesto, y el mismo debe tener una incidencia directa en la decisión, pues el juez de tutela no puede convertirse en una instancia revisora de la actividad de evaluación probatoria del juez que ordinariamente conoce de un asunto, según las reglas generales de competencia...’
. 

“La Corte ha identificado dos dimensiones en las que se presentan defectos fácticos: Una dimensión negativa que ocurre cuando el juez niega o valora la prueba de manera arbitraria, irracional y caprichosa
 u omite su valoración
 y sin razón valedera da por no probado el hecho o la circunstancia que de la misma emerge clara y objetivamente
. Esta dimensión comprende las omisiones en la valoración de pruebas determinantes para identificar la veracidad de los hechos analizados por el juez
. Y una dimensión positiva, que se presenta generalmente cuando el juez aprecia pruebas esenciales y determinantes de lo resuelto en la providencia cuestionada que no ha debido admitir ni valorar porque, por ejemplo, fueron indebidamente recaudadas (C.P., art. 29) o cuando da por establecidas circunstancias sin que exista material probatorio que respalde su decisión, y de esta manera vulnere la Constitución
…”

De acuerdo con esa jurisprudencia, el defecto fáctico se produce por omisión, cuando sin razón justificada el juez se niega a dar por probado un hecho que aparece claramente en el proceso o por acción, cuando a pesar de que las pruebas reposan en el proceso las interpreta de manera  errada o las valora a pesar de ser ilegales o indebidamente practicadas o recaudadas.

En el caso concreto defecto como ese no se produjo porque la decisión estuvo soportada en prueba legal y oportunamente allegada al proceso, a la que el funcionario demandado dejó de otorgarle valor probatorio porque se aportó en fotocopia inauténtica, con fundamento en el artículo 254 del Código de Procedimiento Civil, valoración que por encontrar apoyo en fundamento legal no puede considerarse arbitraria ni caprichosa, menos aún cuando el demandante actuó representado por un profesional de derecho que debe conocer esa disposición y aquella del artículo 177 de la misma obra que impone a las partes la carga de probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen, obligación que en este caso no se asumió en debida forma.

Y aunque el juez se encuentra dotado de amplias facultades para decretar pruebas de oficio con el fin de verificar los hechos que interesen al proceso y que sea menester aclarar para adquirir el grado de convicción necesario al decidir la controversia que se le ha planteado, esa omisión, aunque legalmente reprochable, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional no constituye defecto fáctico que justifique conceder la tutela, a no ser que deba hacerlo por mandato legal y se desconozca la respectiva disposición.

En conclusión, aunque el juez demandado no ejerció la facultad que para decretar pruebas de oficio le confiere el artículo 180 del Código de Procedimiento Civil, no desconoció el principio de legalidad que justifique la intervención del juez constitucional,  pues la tutela, de acuerdo con la cita jurisprudencial que se ha traído a esta sentencia, no procede contra decisiones judiciales a no ser que el funcionario hubiese incurrido en una vía de hecho que afecte el debido proceso, lo que aquí no aconteció.

Además, cuenta el accionante con otro mecanismo de defensa judicial, toda vez que las sentencias que se dictan en los procesos de alimentos solo hacen tránsito a cosa juzgada formal y por tanto, la decisión  adoptada en el fallo en el que el actor encuentra lesionado el derecho fundamental al debido proceso, puede ser modificada posteriormente,  mediante un nuevo proceso tendiente a obtener se revise la cuota alimentaria.

Se declarará entonces improcedente la tutela reclama.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

R E S U E L V  E  :

PRIMERO.- Declarar improcedente la acción de tutela promovida por el señor Jesús María Lopera, contra el Juzgado de Familia de Dosquebradas, Risaralda, a la que fueron vinculados Nidia Yaneth y Cristian Andrés Lopera Vidal.

SEGUNDO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del decreto 2591 de 1991.

TERCERO.- En caso de no ser impugnada esta sentencia, remítase el expediente a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.


Cópiese, notifíquese y cúmplase


Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

 



GONZALO FLÓREZ MORENO
     




JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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